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Acta N° 466 de septiembre 8 de 2017
Decide la Sala la acción de tutela promovida por Adolfo Toro Quintero, contra el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, a la que fueron vinculados Luz Dary Coy Ramírez; herederos indeterminados de María Ofelia Quintero de Toro y de Mario Antonio Toro Quintero; Jairo Antonio Toro Quintero; Yolanda Toro de Correa; María Consuelo Toro Quintero; Carlos Mario, Fabio Andrés, Lina María y Héctor Julián Toro Orozco.
ANTECEDENTES

Adolfo Toro Quintero, quien actúa  por intermedio de apoderado judicial, demanda al Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas,  por la vulneración del derecho de defensa, al negársele la apelación que propuso dentro del proceso divisorio que cursa en dicho despacho a instancia de Luz Dary Coy contra María Ofelia Quintero de Toro y otros, radicado al número “2011-103”.
 



Explica, en síntesis, y en lo que es verdaderamente relevante para el amparo que se pide, que en el aludido proceso, el juzgado decidió, con providencia del 10 de julio de 2017, aprobar la partición y disponer las inscripciones respectivas; interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación, que le fueron negados; respecto de la alzada se le dijo que por ser tratarse de una sentencia, tuvo que haberse formulado como principal y no de manera subsidiaria, lo que resulta absurdo, porque se cercena la posibilidad de acudir a la segunda instancia. 

Interpuso recurso de reposición, entre otras razones, porque la negativa de la apelación constituía un hecho nuevo; sin embargo, esa posición fue confirmada con auto del 14 de agosto de 2017, con el argumento de que ya todo estaba dicho y que el auto que resolvía una reposición, no era susceptible de ningún recurso, pero olvidó el juzgado que la norma lo autoriza cuando se consignan puntos no decididos inicialmente.
Pide que se ampare el “Derecho de apelación” respecto a la providencia dictada el 10 de julio del año en curso “y que negó dicho recurso el día 19 del mismo mes julio del año en curso” dentro del anunciado proceso divisorio, y se proceda a la concesión de esa alzada. 
Se dispuso el trámite de rigor con la vinculación de Luz Dary Coy Ramírez; herederos indeterminados de María Ofelia Quintero de Toro y de Mario Antonio Toro Quintero; Jairo Antonio Toro Quintero; Yolanda Toro de Correa; María Consuelo Toro Quintero; Carlos Mario, Fabio Andrés, Lina María y Héctor Julián Toro Orozco.
El juzgado remitió el expediente original y se obtuvieron del mismo copias de las piezas procesales relevantes para la solución del asunto (f. 62 a 80).
María Consuelo Toro Quintero, expresó su inconformidad con la demanda, pues el accionante le ha dado malos manejos a los bienes de la familia; reprochó la forma en que se redactó el libelo inicial y que se ataquen providencias que se encuentran en firme; agregó que se obra de mala fe  y que se han propuesto otros procesos con el fin de torpedear el divisorio, por lo que solicitó, no conceder el amparo solicitado.

Por su parte, Luz Dary Coy Ramírez, se pronunció sobre los hechos de la acción y pidió, de igual manera, despachar desfavorablemente las pretensiones ante su improcedencia. 

En similar sentido intervino Jairo Antonio Toro Quintero.
CONSIDERACIONES

Se recuerda que la acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

  



Se acude en esta oportunidad, según se extrae del contenido de la demanda, en procura de la protección del derecho al debido proceso, por cuanto el Juzgado se negó a conceder el recurso de apelación que se interpuso contra la providencia del 10 de julio de 2017, por medio de la cual se aprobó el trabajo de partición presentado dentro del proceso divisorio del que da cuenta esta demanda, al no haberse presentado como principal sino como subsidiario del de reposición que fue despachado en forma desfavorable.
  



Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia SU-222 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. . Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución.  o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
 



Aquellos presupuestos generales se satisfacen, como quiera que está en juego el derecho al debido proceso; se agotaron los recursos ordinarios frente a cada posición emitida por el juzgado; se cumple el principio de inmediatez; si se advirtiera la irregularidad que le achaca el demandante a la funcionaria, aquella incidiría en la decisión de fondo; y no se trata de una providencia dictada dentro de una acción de tutela. 

  



Es viable, en consecuencia analizar si se da uno de esos supuestos especiales. Para tal efecto, se recuerda lo siguiente: 

 



1. Se presentó demanda tendiente a la partición material del bien inmueble que en común y proindiviso está en cabeza de Luz Dary Coy Ramírez y María Ofelia Quintero de Toro, distinguido con la matrícula inmobiliaria número 294-14562 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Dosquebradas (f. 8 a 18).
 



2. El Juzgado, con auto del 1º de octubre de 2014, dispuso el trámite prevenido para obtener el trabajo partitivo de rigor (f. 70-71).
  



3. Surtidos los trámites de su presentación, con providencia del 10 de julio de 2017, procedió a aprobarlo (f. 8 a 13).

 



4. Contra esa resolución, el ahora accionante, en su calidad de heredero reconocido de la causante María Ofelia Quintero -f. 79-80-, presentó recurso de  reposición y en subsidio de apelación (f. 15 a 17).
  



5. Con auto del 19 de julio siguiente, se dispuso no reponer la decisión atacada por cuanto, como se trataba de una sentencia, no era susceptible  de tal medio defensivo; a la vez, resolvió el juzgado no conceder la apelación, por cuanto debió formularse como principal y no como subsidiaria (f. 18 y 19).





5. Esa resolución fue nuevamente recurrida en reposición por el interesado, sin resultado positivo (f. 20 a 28), pues en el último auto, del 14 de agosto de 2017, simplemente se dijo que no había lugar a pronunciarse “por considerar que todo está dicho en el caso y, además, por la improcedencia del recurso ahora interpuesto, porque según el inciso 5° del artículo 318 del Código General del Proceso dispone que el auto que resuelve una reposición no es susceptible de ningún recurso”. 
  



De este derrotero, y siguiendo de cerca la orientación jurisprudencial sobre el debido proceso, puede decirse, de entrada, que se advierte la incursión en un defecto sustantivo, sobre el que, en la sentencia SU-050 de 2017, se recordó que: 

La jurisprudencia de esta Corporación
 ha establecido una serie de situaciones en las que una providencia judicial presenta un defecto sustantivo. Estos eventos fueron enunciados de manera reciente en la sentencia T-344 de 2015
 así: “(i) cuando la decisión judicial se basa en una norma que no es aplicable, porque a) no es pertinente
, b) ha sido derogada y por tanto perdió vigencia
, c) es inexistente
, d) ha sido declarada contraria a la Constitución
, e) a pesar de que la norma cuestionada está vigente y es constitucional, no se adecua a la situación fáctica a la cual se aplicó, porque la norma utilizada, por ejemplo, se le dan efectos distintos a los señalados expresamente por el legislador
; (ii) cuando a pesar de la autonomía judicial, la interpretación o aplicación de la norma al caso concreto, no se encuentra, prima facie, dentro del margen de interpretación razonable
 o  “la aplicación final de la regla es inaceptable por tratarse de una interpretación contraevidente (interpretación contra legem) o claramente perjudicial para los intereses legítimos de una de las partes”
 o cuando se aplica una norma jurídica de forma manifiestamente errada, sacando de los parámetros de la juridicidad y de la interpretación jurídica aceptable la decisión judicial; (iii) cuando no se toman en cuenta sentencias que han definido su alcance con efectos erga omnes
, (iv) cuando la disposición aplicada se torna injustificadamente regresiva
 o contraria a la Constitución
; (v) cuando un poder concedido al juez por el ordenamiento jurídico se utiliza “para un fin no previsto en la disposición”
; (vi) cuando la decisión se funda en una hermenéutica no sistémica de la norma, con omisión del análisis de otras disposiciones que regulan el caso
 o (vii) cuando se desconoce la norma constitucional o legal aplicable al caso concreto
. Existe defecto sustantivo igualmente cuando (viii) la decisión no está justificada en forma suficiente
 de tal manera que se afectan derechos fundamentales
; (ix) cuando sin un mínimo de argumentación se desconoce el precedente judicial
 y, (x) cuando el juez no aplica la excepción de inconstitucionalidad frente a una manifiesta violación de la Constitución
.

   



En efecto, al margen de lo discutible que pueda resultar la negativa de un recurso de apelación que fue propuesto oportunamente, aunque como subsidiario del de reposición, lo cierto es que al aplicar el inciso quinto del artículo 318 del CGP, el juzgado fraccionó inapropiadamente su contenido, porque pasó por alto que esa regla establece que no hay lugar a la reposición de la reposición, “salvo que contenga puntos nuevos no decididos en el anterior, caso en el cual podrán interponerse los recursos pertinentes respecto delos puntos nuevos”. 





Precisamente, el auto del 19 de julio de 2017, contiene un punto nuevo, que es la negativa del recurso de apelación, decisión que, bien se sabe, es susceptible de los recursos de reposición y de queja. En este caso, la parte recurrió en reposición, entre muchos otros aspectos, este último, como se puede observar en la copia del memorial que contiene su manifestación (f. 20), concretamente en su parte final (f. 26). 

   



Es evidente, entonces, que al omitir la aplicación de esa parte de la norma, el Juzgado dejó de darle trámite y de resolver el recurso de reposición que se propuso contra su decisión de negar la alzada y, con ello, ha dado lugar a que se configure el anotado vicio que, por tanto, debe ser corregido por el juez constitucional. 
 



En conclusión, se estima apropiado conceder el amparo deprecado, en virtud de lo cual se dejará sin efectos el auto del 14 de agosto de 2017, proferido dentro del proceso divisorio que Luz Dary Coy Ramírez inició frente a María Ofelia Quintero de Toro, para que en un término que no supere las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, proceda el Juzgado a dar el trámite que corresponde al recurso de reposición interpuesto contra el proveído del 19 de julio de 2017, en particular en lo que concierne a la negativa del recurso de apelación contra la sentencia. 
  
  
   

Se absolverá a los demás intervinientes citados de oficio, por no hallar de su parte trasgresión alguna de los derechos del demandante.

DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONCEDE el amparo de los derechos fundamentales solicitados por Adolfo Toro Quintero, contra el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas.
   



Como consecuencia de ello, se deja sin efectos el auto del 14 de agosto de 2017, proferido dentro del proceso divisorio que Luz Dary Coy Ramírez inició frente a María Ofelia Quintero de Toro.
  



Se ordena a la titular que, en un término que no supere las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, proceda a dar el trámite que corresponde al recurso de reposición interpuesto contra el proveído del 19 de julio de 2017, en particular en lo que concierne a la negativa del recurso de apelación contra la sentencia. 
Se absuelve a los demás vinculados a este trámite.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese.
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS      

   DUBERNEY GRISALES HERRERA
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